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I. INTRODUCCION

El Derecho, en tanto disciplina cientifica al igual que como orden de regu-
lacién de conductas, no puede ni debe estar ajeno a las transformaciones que se
suscitan en el campo social, econdémico y politico; pero al mismo tiempo, y por
lo trascendente de su importancia como ordenador de la conducta humana, debe
existit el necesario anilisis y reflexiéon sobre esas transformaciones, antes de
adoptar férmulas juridicas para su regulacién. El término “nacionalizar”, es, si
se quiere, un término de moda. Desde hace algunos afios, es un término empleado
con bastante asiduidad, para indicar fundamentalmente una tendencia de mayor
intervencién del sector piblico en el manejo directo de las actividades econ6mi-
cas, estrechando el campo de la participacién privada en estos asuntos.

La disciplina juridica no ha estado ausente en este fenémeno. En el presente
trabajo, intentamos destacar cuiles son las diferentes acepciones que el término
nacionalizacién admite; cuiles han sido los distintos conceptos que de naciona-
lizacién se han producido en la doctrina juridica, y por altimo cudles los valores
conceptuales que el derecho positivo puede dar al término.

Realmente, el término nacionalizacién, ha sido empleado para designar dife-
rentes asuntos, tanto en la doctrina como en el derecho comparado, y sin duda
cada una de estas conceptuaciones con un determinado valor. Este empleo indis-
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criminado —si se quiere— del término, no permite una aceptacién Gnica en el
campo del derecho; por tanto, tendremos que acudir a lo que el derecho positivo
consagre bajo esa denominacién para ajustar su empleo, si no dnico, al menos
respaldado por la acepcién positiva que establece la normativa de un determinado

pais.

El esquema que nos proponemos arranca del anilisis conceptual de las dis-
tintas acepciones que puede dirsele al término nacionalizacién, para pasar a rese-
fiar al menos parcialmente, un elenco de acepciones que la doctrina y el derecho
positivo han presentado. Por iltimo, intentamos analizar el empleo del término en
el derecho positivo venezolano, para asi descubrir qué significado le da el legis-
lador dentro de todas las acepciones vilidas en el medio juridico, y si esta acep-
cién juridico-positiva coincide con el contenido de moda que se adjudica al
vocablo.

1I. LA DELIMITACION DEL TERMINO

1. Delimitacidn conceptual

Para la delimitacién conceptual del término nacionalizacién, comenzaremos
por analizar su relacién con otros conceptos semejantes, o al menos de uso para-
lelo, para luego resefiar los diferentes contenidos que se han dado al término
en la doctrina juridica y en el derecho comparado. En el punto siguiente inten-
tamos definir el contenido propio que se puede dar al término, de acuerdo al
derecho positivo venezolano.

En cuanto al contenido mismo del vocablo, se presenta como un aporte
imprescindible de utilizacién, el trabajo del profesor Garcia-Pelayo, publicado
en el N° 3 de la Revista de Administracién Priblica, bajo el titulo “'Sobre los su-
puestos y consecuencias de la socializacién”. Garcia-Pelayo sefiala, cémo para de-
signar el mismo concepto, se emplean diferentes términos (socializacién, estati-
zacién y nacionalizacién), que por otra parte tienen acepciones propias y dife-
rentes. '

Refiriéndose a los términos socializacién y estatizacién, distingue una acep-
ci6n amplia, que en el caso de la socializacién alude a “aquellas acciones del:
hombre que reproducen modos colectivos de conciencia o de comportamiento”,
siendo, actividad socializada, aquella que “s6lo puede llevarse a cabo en coopera-
cién inmediata con los demis”.?

1. Garcia-Pelayo, Manuel: “Sobre los Supuestos y Consecuencias de la Socializacién™,
En Revista de Administracién Phblica, N° 3, Instituto de Estudios Politicos, p. 13,
1950.
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La “estatizacion” en sentido amplio se refiere a la “asuncién por el Estado-
de una funcién” (como setia, por ejemplo, la seguridad individual, la beneficen-
cia o la instruccién); o la imposicién por el Estado, de un modo de conducta
(ejemplo, saludo y uniforme militar).? Pero también, ambos términos pueden
aludir, en un sentido estricto, a una realidad, si no idéntica totalmente, al menos
muy semejante. Asi, la socializacion (en sentido estricto) significari el paso
de la propiedad de empresas, de los individuos a la Sociedad. Ahora, la Sociedad
tomada en su conjunto es un ente abstracto, y sélo adquiere realidad concreta
mediante su estructuracién en instituciones; y “‘en este sentido, se habla de socia-
lizacién, cuando la gestion de la Empresa es asumida por grupos de las catego-
rias interesadas en la produccién: representantes de los obreros y técnicos, de
los consumidores y del Estado.® Por su parte, la estatizacién en sentido estricto
alude a la asuncién por parte del Estado —y por extensién de las corporaciones
ptblicas— de la propiedad y gestién de empresas econémicas.

El término nacionalizacién —de acuerdo al autor citado—, puede aludir, en
un sentido amplio, a la conversién de una institucién territorial en nacional (sen-
tido, este, que como veremos reviste gran importancia al analizar el derecho posi-
tivo venezolano); y en un sentido estricto, se usa bien como estatizacién (ya que
es el Estado la personificacién juridica de la Nacién), o bien como socializa-
cién. En todo caso —como apunta Garcia-Pelayo—, no deja de ser un término
confuso.

2. VDiferlente: contenidos dados en la doctrina
y Derecho comparado

En cuanto al empleo del término por la doctrina, éncontramos una serie de
contenidos diferentes, que no permiten, en realidad, obtener un denominador
comin suficiente, de lIo que debe entenderse por nacionalizacién desde el punto
de vista juridico. En efecto, diversos autores hablan de nacionalizacién para refe-
rirse a situaciones distintas como son adquisicién de empresas, en condiciones y
bajo procedimientos diferentes; sustraccién de actividades econémicas del imbito
de actuaciones licitas de los particulares; apropiacién de bienes particulares por
parte del Estado, etc.

También en el campo del derecho comparado, se citan actuaciones o previ-
siones normativas concretas como ejemplos de “nacionalizacién”, siendo que
—como veremos seguidamente— aluden a situaciones bastante diferenciables en
cuanto a'su origen, contenido y efectos; todo lo cual impide emplear el término
para designar una figura juridica determinada, dada la polivalencia de su em-

2, Garcia-Pelayo, Manuel: sbidem, p. 14.
3. Garcia-Pelayo, Manuel: 7bidem, p. 14.
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pleo tanto en la doctrina como en el derecho positivo. Uno de los trabajos mis
utilizados en este tema es el de Katzarov,* del cual vamos a extraer a titulo de
muestra, una serie de situaciones citadas por el autor como ejemplos de nacio-
nalizacién en el derecho comparado, a los fines de demostrar esta ausencia total
de univocidad en el empleo del término, tal como sefialamos anteriormente.

En efecto, se presentan como ejemplos de nacionalizacién postulados cons-
titucionales, como el caso de la Constitucion mexicana de 1917, cuyo objeto (ar-
ticulo 27), es la nacionalizacién de la tierra, al asignar la propiedad originaria
de las tierras y aguas a la Nacién.’

Al hablar del caso ruso, plantea la existencia de nacionalizacién referidas a
Ia tierra, la industria y el comercio.®

En Francia, cita como casos de nacionalizacién, entre otros, la ordenanza de
15 de diciembre de 1944, que nacionaliza las minas hulleras del Norte; las
ordenanzas de enero, febrero y mayo de 1945, que nacionalizan respectivamente
las fabricas Renault, los transportes aéreos, y las fabricas Gnome y Rhone. Luego,
en 1946, las nacionalizaciones (por ley), del Banco de Argelia y algunas com-
paiiias de Seguros.?

Esto que es sélo una pequefia muestra dentro de la abundantisima infor-
macién contenida en el trabajo citado, parece suficiente para apreciar la diver-
sidad de asuntos diferentes que se hacen aparecer bajo el titulo comiin de nacio-
nalizacién. En efecto, vemos que con el término se alude a bienes, actividades,
empresas determinadas, o conjuntos de empresas; exclusién de la actividad pri-
vada de un determinado sector; coexistencia de actividad pablica y privada en
un sector econdmico, etc.

El autor, sin embargo, pareciera dar una nocién tedrica al decir: . ..nacio-
nalizacién, tal como la entendemos hoy, es decir, transferir la propiedad de los
medios de produccién a la colectividad, con el fin de ser utilizada en el interés
colectivo y no en el particular”.® Este concepto, por su amplitud, serviria para
ser aplicado a cualquier forma o mecanismo de transferencia de medios de pro-
duccién del privado a la colectividad, una de cuyas expresiones es el Estado,
tal como veiamos que sefiala Garcia-Pelayo. En este sentido, nacionalizacién no
aludiria a una institucién o categoria juridica, sino a una tendencia, a una
actitud. No obstante, en algiin momento pareciera que la posibilidad de carac-

4. Katzarov, Konstantin: Teoria de la Nacionalizacién. Instituto de Derecho Com-
parado. Universidad Auténoma de México. México, D. F., 1963.

Katzarov: Teoria..., p. 58.
Katzarov: Teoria..., pp. 61 a 63.
Katzarov: Teoria..., pp. 13 y ss.
Katzarov: Teoria..., p. 64.

X~ O\
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terizar las nacionalizaciones no deriva de apreciaciones objetivas, exteriores, que
pueden rodear una situacién dada, sino de elementos finalistas y misticos. Asi,
cuando Katzarov habla de la posibilidad de calificar como ejemplo de naciona-
lizacidn la experiencia norteamericana de la Tennesse Valley Authority, se pre-
gunta si “debe ser considerada como una intervencién sin alma del Estado, de-
cidida, de una manera, por decitlo asi, mecinica, con el solo fin de permitir
al Estado cumplir con sus deberes frente al interés colectivo, o si se trata por el
contrario de una iniciativa colocada bajo el signo de la nacionalizacién”.® Evi-
dentemente, estos pueden ser criterios ttiles al analizar un fenémeno desde la
perspectiva politica o socioldgica; pero a los efectos juridicos no parece lo mis
disfano, el calificar ese mismo fendémeno con una u otra categoria juridica,
porque la intencién subyacente o expresa sea obtener un cambio en las estruc-
turas sociales o econdémicas.

De todas formas, lo importante en destacar es que si los ejemplos citados
(y los muchos mis abundantes que no se citan) pueden calificarse como “na-
cionalizacién”, tenemos que concluir que no es esta una palabra empleada de
modo univoco, y que si se utiliza el término en derecho positivo, seri la norma
quien pueda caracterizar su acepcién. La misma situacién planteada en relacién
a las experiencias calificadas como nacionalizaciones en derecho comparado se
presenta en la doctrina juridica en torno a la conceptualizacién de la nacionali-
zacibn como figura juridica.

Asi encontramos, que nacionalizacién se entiende como: *...el movimiento

que transforma ciertos elementos de gestion de una empresa reduciendo o eli-
minando la parte del capital privado en la direccién del negocio, para someterlo
al dominio de la colectividad bajo una forma cualquiera”;'° o también como la
operacién por la cual la propiedad de una empresa, de una categoria de em-
presas o de una categoria de bienes es transferida al Estado;'* o como la ope-
racién de transformacién de empresas privadas preexistentes en pablicas;!? para
otros, es “atribuir a la colectividad nacional la propiedad y la explotacién de
ciertas riquezas o industrias que poseen gran importancia politica”,?* o en fin,
también puede ser: . ..un acto gubernativo de alto nivel, destinado a2 un mejor
manejo de la economia nacional o a su reestructuracién, por el cual, la propie-
dad privada sobre emp-esas de importancia es transformada de manera general

9. Katzarov: Teoria..., p. 67.

10. Chenot, B.: Organization economique de IEtat. Dalloz, p. 357. Paris, 1965.

11. Delion, A. G.: Le Status des entreprises publiques, Berger-Levrault, pp. 44 y ss.

) Paris, 1963.

12. Rivero, J.: Droit Administratif, 5* edicién. Dalloz, p. 438. Paris, 1971.

13. Laufenburger, citado por Novoa Monreal en: Nacionalizacién y Recuperacidn de
Recursos Naturales ante la Ley Internacional, Fondo de Cultura Econémica, p. 49.
México, 1974. '
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e impersonal en propiedad colectiva y queda en dominio del Estado (bien sea
directamente, bien sea a través de Organos especiales que lo representan), a fin
de que éste continde la explotacién de ellas segin las exigencias del interés ge-
neral” 14

~ En conclusién, si hay algin denominador comin en todas estas definiciones

o nociones, es el de “desprivatizacién”, el cual, desde luego, es tan amplio y
abstracto como el término mismo de nacionalizacién; razén que nos impone la
necesidad de acudir al derecho positivo, y observar si éste permite el empleo
del término, y, en segundo lugar, con qué contenido permite su utilizaci6n.

En todo caso, parece imprescindible a nivel de doctrina, adjetivar el tér-
mino para lograr una minima comunicacién. Deberia, por tanto, especificarse si
se estd hablando de nacionalizacién de empresas, bienes, sectores de actividad, etc.,
para al menos dar una referencia al objeto; de otra forma, el término se presenta
o absolutamente confuso, o carente de contenido.

III. ANALISIS DEL TERMINO EN EL DERECHO POSITIVO VENEZOLANO

Sin duda, dentro del elenco de contenidos diversos que se adjudica al tér-
mino nacionalizacién en su sentido juridico, el que ofrece mayor valor, seri el
contenido que le dé el derecho positivo de cada pais determinado. Por ello, se
impone analizar en nuestro derecho positivo, primero, si el término es utilizado,
y en segundo lugar, qué quiere significar el legislador cuando utiliza en los
textos normativos la palabra nacionalizacién; esto es, qué acepcién cobra caric-
ter juridico.

1. La Constitucién

Dentro de la estructuracién jerirquica de las normas, encontramos en primer
término la norma constitucional. La Constitucién vigente venezolana —1961—
consagra en el pirrafo primero del articulo 97 la institucién de la reserva en
favor del Estado, de industrias, explotaciones o servicios, figura ésta que podria
asimilarse a lo que algunos autores, y algunos textos de derecho comparado, pres-
criben como “nacionalizacién”. Hasta este punto no habria problema en en-
tendet, que aunque el derecho positivo no consagrari esta figura bajo el tér-
mino “‘nacionalizacién”, pudiera aplicirséle éste, por asimilacién a lo que apa-
rece como una tendencia —ya algo dilatada en el tiempo— de asuncién por
parte del sector piiblico, de actividades econémicas.

Sin embargo, la cuestién se torna més dificil, cuando observamos que el
mismo texto constitucional emplea el término nacionalizacién, para designar un
asunto diferente al que regula en el articulo sefialado.

14. Novoa Monreal, E.: op. cit., p. SO.
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En efecto, el ordinal 17 del articulo 136 de la Constitucién vigente, esta-
blece; como competencia del Poder Nacional: “La direccibn técnica, el estable-
cimiento de normas administrativas y la coordinacién de los servicios destinados
a la salud ptblica”. Y luego afiade: “La Ley podri establecer la natzonaltzanén
de estos servicios piblicos de acuerdo con el interés colectivo”.

En este caso, parece claro que el constituyente se esti refiriendo a servi-
cios publicos, con lo cual no cabria interpretar que el término “'nacionalizacién”
s2 refiriera a sustracci6n de una actividad del sector privado para ser asumida por
el sector piblico. La interpretacién mis 16gica, y sin duda, la correcta, es que el
constituyente emplea el término nacionalizacién para referirse a la asuncién de
determinadas actividades por el nivel nacional de administracién. Es decir, al
hablar de nacionalizacién en este caso —que por lo demis es el finico momento
er el que se emplea el término a nivel constitucional—, se esti designando una
forma o principio de organizacién, la concentracién de responsabilidades sobre
determinados asuntos del sector piiblico, en el nivel central de administracién.
Es esta una de las acepciones que ya sefialibamos se puede dar al término na-
cionalizaci6n. '

Entonces, hasta este punto podriamos decir, que dentro del derecho posi-
tivo venezolano si se encuentra empleado el término “‘nacionalizacién”, a nivel
constitucional, pero no para referirse a la figura de asuncién por el sector
plblico de actividades econdmicas antes realizadas por particulares, sino a una
distribucién de responsabilidades dentro de la propia administracién piblica,
que se reduce a asignar al nivel nacional asuntos que antes eran compartxdos por
otros niveles territoriales de administracién.

Sin embargo, el nivel constitucional no agota el ordenamiento positivo. Ello
invita a verificar si a nivel legal, el empleo de esta acepcién del término se
mantiene o por el contrario, el legislador ordinario designa como nacionaliza-
cibn a figuras o asuntos diferentes al sefialado por la Constitucién.

2. Los actos normativos de rango legal

Dentro del ordenamiento positivo a nivel legal, debemos analizar algunos
,actos que se han calificado como de *nacionalizacién”, empleando la acepcién
que refiere a la tendencia de absorcién de actividades econémicas por el sector
ptblico, para determinar, si en efecto se consagra esta tendencia en Venezuela
a nivel legal bajo el término sefialado. Las dos primeras leyes que pudieran
llamarse de nacionalizacibn son: la “Ley que Reserva al Estado la Explotacién
del Mercado Interno de los productos derivados de los Hidrocarburos”, de 21
de junio de 1973; y la “Ley que reserva al Estado la Industria del Gas Natural”,
de 26 de agosto de 1971. En estos dos casos, el legislador s6lo habla de “‘reserva
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al Estado... por razones de conveniencia nacional”. Es decir, emplea los mis-
mos términos del articulo 97 de la Constitucién, para designar esta figura, seglin
la cual, una actividad econémica licita sélo podri ser realizada en principio por
el sector piblico, quedando por consecuencia excluida del 4mbito de actividades
licitas de ser realizadas libremente por los particulares.

Los siguientes casos estin dados por el Decreto-Ley N¢ 580, de 26 de no-
viembre de 1974, que se refiere a la reserva en favor del Estado de la industria
de la explotacién de mineral de hierro; y la “Ley orgénica que reserva al Estado
la industria y el comercio de los hidrocarburos”, de 29 de agosto de 1975.

Estos dos casos presentan algunos elementos diferenciales en relacién a los
sefialados antes.

En primer lugar, en cuanto al aspecto formal en el caso de la reserva de
la industria de la explotacién del hierro, se emplea un decreto-ley, basado en la
Ley Orginica respectiva que autorizé al Presidente de la Repiiblica a ejercer las
atribuciones sefialadas en el ordinal 8° del articulo 190 de la Constitucién. Por
su parte, la reserva de la industria y comercio de los hidrocarburos, se hace a
través de la Ley Orginica. En resumen, podria sefialarse que las experiencias
vividas en cuanto al ejercicio de la posibilidad que confiere al Estado el ar-
ticulo 97 de la Constitucién, se han presentado a través de todas las figuras nor-
mativas de rango legal, aceptadas por nuestro ordenamiento positivo. Peto hay
otras notas que destacar, y que sobrepasan lo anecdético.

En ninguno de los textos legales sefialados, se emplea el término “‘naciona-
lizacién”, para referirse al objetivo principal del acto normative, siendo una
constante el empleo del término reserva. Sin embargo, en la dltima ley sefialada,
si aparece la palabra “nacionalizacién”, lo cual ametita un andlisis especial.

La Ley Orginica que reserva al Estado la industria y el comercio de los
hidrocarburos, denomina su objetivo principal como Reserva al Estado de todo
lo relativo a la exportacidn, explotacién, manufactura o refinacidn, transporte,
almacenamiento y comercio de hidrocarburos (articulo 1¢), y en este sentido no
difiere de las anteriores. La novedad, en este caso, esti dada por el texto de
Ia base cuarta del articulo 6 de la Ley, que establece: “A los solos efectos de
agilizar y facilitar el proceso de macionalizacidn de la industria petrolera, el Eje-
cutivo Nacional. ..”.

La lectura del encabezamiento del articulo 6°, en el cual se incluye el tér-
mino, nos remite al articulo anterior de la misma ley, al decir (articulo 6°):
“A los fines indicados en el articulo anterior, el Ejecutivo Nacional organizard
la administracién y gestion de las actividades reservadas conforme a las siguien-
tes bases..."”.
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Por su parte, el articulo 5¢ establece: “El Estado ejercerd las actividades
sefialadas en el articulo 19 de la presente Ley directamente por el Ejecutivo Na-
cional o por medio de entes de su propiedad...”.

Ahora bien, ;qué sentido debe darse al término nacionalizacién, en el
caso de la base cuarta del articulo 69 de la Ley? En un primer momento, podria-
mos decir que el legislador. identifica los términos reserva y nacionalizacién; es
decir, califica la figura de industrias o actividades en favor del Estado, prevista
en el articulo 97 de la Constitucién, con el término nacionalizacién, dando a
éste una de sus posibles acepciones.

Sin embargo, de la lectura concertada de las disposiciones sefialadas, se extrae
que en este caso, el legislador no se apart6 de la acepcién de nacionalizacién
dada por la Constitucién. Las prescripciones del articulo 6° estin dadas “a
los fines indicados” en el articulo 59, el cual no hace otra cosa sino establecer
la figura de la “nacionalizacién” de las actividades reservadas por esa ley al
Estado. Es decir, asignar esas actividades al Ejecutivo Nacional (nivel nacional
de la administracién); y es a ese “proceso de nacionalizacién™ (a la asuncién por
el nivel nacional de esa gestién), al que se refiere la base cuarta del articulo 69;
no a actuaciones que vinculen esferas juridicas particulares de interés, con deci-
siones piblicas, sino a actuaciones que se agotan dentro del cuadro organizativo
del sector piiblico para optimizar la obtencién de determinados objetivos.

En resumen, podriamos decir, que en esta Ley, como en los casos anterior-
mente sefialados, se da la figura de la reserva, como objetivo principal del acto
normativo, pero en el mismo acto se da la figura de la “nacionalizacién™ tal
como la concibe el derecho positivo venezolano, esto es, como figura de atribu-
ci6n de responsabilidades al nivel nacional de la administracién.

Pero si aGn quedara alguna duda de esta interpretacién, el propio legisla-
dor ordinario se ha encargado de disiparla, al dictar recientemente, una ley que
consagra la atribucién al Poder Nacional de una determinada actividad, y que el
legislador denomina “Ley de Nacionalizacién y Coordinacién de los servicios
de recoleccién y tratamiento para residuos, desechos y desperdicios en el 4rea
metropolitana de Caracas”.?> En este caso, a diferencia de los anteriores, el ob-
jetivo principal del legislador, es atribuir al Poder Nacional una responsabili-
dad en forma exclusiva, y por ello califica ese objetivo como nacionalizaci6n.
Er: los casos anteriores, como ya sefialamos, se dan en el mismo acto normativo
las dos figuras; por una parte la reserva, que excluye un sector de actividades
econémicas de la libre realizaciéon por los particulares, y por otra parte, la
nacionalizacion —tal como la consagra el derecho positivo venezolano— que

15. De fecha 2 de agosto de 1976, publicada en Gaceta Oficial N° 31.047, de 17 de
agosto de 1976. ’
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adjudica la responsabilidad de la actuacién piblica en ese sector de a.ctmdad
econémica al nivel nacional.

Pero, por otra parte (y para concluir este ligero anilisis de la normativa
positiva venezolana), no son estas experiencias recientes las tnicas en este
campo, ya con la promulgacién de la Constitucién de 1945, se comenzé a hablar
de la “nacionalizacién” de la justicia, para referirse al hecho de que a partir
de esta Constitucién desaparece de la competencia de los Estados la funcién de
“administrar justicia con arreglo a la Ley por medio de sus Tribunales, en sus
respectivos territorios en todos los procesos civiles, mercantiles y penales que en
ellos ocurran, salvo aquellos cuyo conocimiento estuviese reservado, segin esta
Constitucién, a los jueces Federales”; formulacién que aparece como una cons-
tante de las constituciones hasta la de 1936, y que se omite a partir de la
sefialada Constitucién de 1945, quedando la funcién judicial, en su totalidad,
como responsabilidad del nivel nacional, frente a los otros niveles territoriales.

Como reflexién final en este punto, debiamos anotar, aunque el derecho
positivo venezolano no permite Ilamar- “nacionalizacién” —en sentido juridico
estricto— a este movimiento heterogéneo, y mds politico e ideolégico que ju-
ridico, que se ha vuelto a poner de moda, esto no es un impedimento para em-
plear el término, si se quiere de manera poco ortodoxa en nuestro caso. Nuestra
intencién ha sido simple: reflexionar sobre lo que “nacionalizar” significa para
el derecho venezolano; el emplear el término para designar otras situaciones di-
ferentes, aunque es una actitud poco “nacionalista”, puede tener los efectos posi-
tivos de la transculturizacién que tanto se critica, pero que en el fondo es el
germen de la evolucién y la civilizacién.

IV. CONCLUSIONES

Como resumen de todo lo visto anteriormente, podriamos destacar las si-
guientes notas:

1. El término “nacionalizaci6n” admite diferentes acepciones que en al-
gunos casos lo hacen sinénimo de otros como socializacién o estatiza-
cion. En cuanto a su contenido juridico, ha sido empleado para de-
signar un amplio elenco de situaciones tanto desde el punto de vista
de anélisis doctrinales, como desde la consagracién en derecho posi-
tivo comparado, lo cual impide una definicién universal de lo que en
el campo juridico debe significar nacionalizacién. En este sentido, se
hace necesario objetivar el empleo del término para referirlo a2 un
objetivo determinado en cada caso.

16. Cfr. Marifias Otero, Luis: Las Constituciones de Venezmela. Ed. Cultura Hispi-
nica. Madrid, 1965.
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En el caso venezolano, el ordenamiento positivo da un contenido es-
pecifico al término “nacionalizacién”, al referirlo tanto a nivel cons-
titucional, como a nivel legal, a la adjudicacién de responsabilidades
sobte determinadas actividades atribuidas al sector pablico, al nivel
nacional de administracién.

En consecuencia, en el derecho positivo venezolano, la “nacionaliza-
cién” se presenta como una figura juridica que agota sus efectos di-
rectos en el dmbito interno de la administracién, y por tanto, no apa-
rece como una figura limitativa de derechos o libertades individuales.
En este sentido, el derecho positivo consagra, entre otras figuras, la de
la reserva, que seria lo mis aproximado 2 lo que en algunos casos
se ha calificado como nacionalizacién, cuando se emplea el término
a los fines de designar una férmula de intervencién del Estado en la
economia.





